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Resumen:

Se expone la realidad de la corrupción en España, destacando la relevancia que en la misma tiene la urbanística, que se ha colocado en la cabeza, con mayor presencia y notoriedad. Se exponen sus causas y las medidas necesarias para atajarla en su origen, incidiendo en el monopolio de las decisiones y en su excesiva autonomía y discrecionalidad, en la insuficiencia de control y transparencia. 
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Abstract:

This study is a review of the modern corruption in the administrative and political arena of Spain. It is specially studied the corruption associated to the urban planning and housing in recent years. Which have been –and still is- the most clear and notorious. It is considered the causes and the proper measures in order to cut it off in its very origin. It is think that to do this it is important to improve the legal supervision on the decision-making process and avoid the excess of autonomy and discretionally within the local public authorities. It is specially important to reshape measures on accountability and transparency on the public political decisions. 
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Una de las más notorias manifestaciones de la crisis ética de la sociedad española es la corrupción, que ha adquirido entidad alarmante. Dentro de ella destaca la vinculada directamente con la actividad urbanística. Recientemente era noticia nacional la investigación judicial del asesinato del alcalde de Polop, del que se imputa la autoría intelectual a un concejal de su confianza que organizó una conspiración, contratando a un sicario, con el fin de eliminar el obstáculo a sus proyectos urbanísticos. La actuación se ha ampliado a la trama urbanística urdida por medio de un técnico y una sociedad municipales, de convenios urbanísticos y de fórmulas para eludir el control por parte de la Comunidad Autónoma de grandes recalificaciones de suelo rural para convertirlo en urbanizable. Ha sido la primera vez en la que la corrupción ha dado lugar a un asesinado directamente relacionado con la actividad urbanística
. Constituye el punto álgido de la actividad delictiva que ha llegado a comportamientos mafiosos como el asesinato, demostrando la falta de escrúpulos de los presuntos delincuentes urbanísticos, y cómo la codicia de unos pocos puede llegar a asesinar a quien se opone a sus fines o no los secunda. 

En los últimos meses de 2009 y primeros de 2010 ha aumentado la información sobre casos de corrupción y la posible comisión de delitos contra el medio y el territorio, prevaricación, cohecho, tráfico de influencia y blanqueo de capitales. Marbella y Seseña son paradigmas nacionales. Así la “Operación Pretoria”, Santa Coloma, Sant Andreu, Badalona y ex altos cargos de CiU en Cataluña. En Baleares los casos Palma Arena, Eivissa Centre, Can Domenge, del expresidente Matas y de la presidenta del Parlamento. La alcaldesa de La Muela en Aragón. Parte del equipo de gobierno del Ayuntamiento de San Fulgencio en Alicante. El Presidente del Cabildo y el alcalde de Yaiza en Lanzarote. El alcalde de Alcaucín y la Diputación de Málaga, las irregularidades en Almonte y los delitos de prevaricación y cohecho en Lorca por urbanizar un paraje protegido. La “Operación Astapa” de Estepona supuso la detención de 25 personas. En la valenciana Algorfa, Orihuela, Oropesa, Denia, Torrevieja y otras, con seis alcaldes detenidos entre 2008 y 2010. En la Comunidad de Madrid, se han producido diversos casos de corrupción en Las Rozas, Majadahonda, Ciempozuelos, Getafe y Alcorcón. Todo ello ha supuesto la detención e imputación de numerosos alcaldes, concejales, técnicos y promotores.  

Cuanto se ha expuesto confirma que el planeamiento y la gestión urbanística locales han constituido una importantísima fuente de corrupción, con efectos políticos, económicos e institucionales. Se ha demostrado la inactividad e insuficiencia de los sistemas de control de carácter político, judicial (penal) y social. 

La calificación de “mal endémico” se adecua a la situación a pesar de su origen médico. Endemia se refiere a una “enfermedad que reina habitualmente, o en épocas fijas, en un país o comarca”. Este es el caso de la corrupción sobre este aspecto concreto de la actividad pública, con grandes repercusiones e intereses económicos, existente en España. No es un hecho aislado, sino una modalidad, que forma parte de una epidemia de mayor alcance, que es la corrupción sistemática, con escaso reproche social, en un país en el que la picaresca es un elemento del carácter nacional. Como diagnosticó Nieto: “El poder abstracto es quizá puro, pero al operar se materializa en formas corruptas. El soberano es quizá justo, pero sus administradores son corruptos. Mientras haya poder habrá corrupción porque esta acompaña a aquél como la sombra al cuerpo”
.

I. La corrupción urbanística es una parte sustancial de la corrupción general

Este tipo de corrupción no se produce de modo aislado, sino que forma parte de un fenómeno de más amplio espectro, de un clima de corrupción generalizada que no sólo es individual, sino estructural. Esta última aparece institucionalizada en el sistema socio-económico, en sus valores y objetivos y en sus interdependencias políticas y económicas, con formas complejas de relaciones asimétricas de poder. 

Esta situación extrema es efecto de un largo proceso de escándalos urbanísticos, que son noticia diaria. Las denuncias y procesamientos por delitos urbanísticos, tráfico de influencias, prevaricación, cohecho, negociaciones prohibidas, lavado de activos y fraude fiscal son continuos y transversales, sin distinguir de ideologías en los gestores públicos imputados
. Es como si se hubiese abierto la veda y los partidos políticos nacionales más importantes, pero también algunos locales, rivalizasen en corrupciones de todo tipo, siendo las urbanísticas las más importantes. 

Resulta evidente que se trata de las puntas del iceberg de la corrupción sobre la que se asienta una parte de la gestión pública española y, en particular, del urbanismo local. El mapa de la especulación-corrupción abarca toda España, pero es más intenso en las zonas de mayor actividad inmobiliaria, como el área madrileña, las costas y las islas
. Las informaciones diarias contradicen la opinión de quienes han querido verla como un hecho aislado
. Una cosa es que, en relación con el gran número de municipios de España, sean pocos aquellos en que se produce, pero ocurre en muchos de los que tienen auténtico dinamismo económico, turísticos, etcétera, frente a la mayoría en los que no existe nada de esto. La corrupción acude al olor del dinero, no de la pobreza.

La corrupción se ha visto favorecida, durante el periodo inmediatamente anterior a la actual crisis económica, por la especulación y por un marco legal que contempla la plusvalía como un derecho inherente a la propiedad del suelo, y por la importancia económica de la actividad edificatoria que llevó a construir en España más viviendas que en Gran Bretaña, Alemania y Francia juntos. Su importancia directa e inducida en el PIB llegó a ser del 13,8%, generando el 22% del empleo, de modo que el crecimiento económico tuvo en la construcción un factor decisivo. La recesión económica en que nos hallamos inmersos ha producido una profunda crisis de la construcción, lo que ha de provocar la reducción de los precios del suelo y de su transformación en refugio de inversiones. Sin embargo, siguen surgiendo los casos de corrupción, porque la reclasificación del suelo es un buen negocio a futuro, aunque ahora no sea realizable la plusvalía ni la edificación a corto plazo.

Siendo la corrupción urbanística la más evidente y escandalosa, sin embargo no es la única, sino que forma parte de una actitud social y de una tendencia que ha tenido diversas manifestaciones en la política y en la sociedad española en los últimos años. Su importancia creciente ha hecho de ella una referencia de España en el exterior, con el desprestigio que supone para el país.

En este sentido se ha de señalar como el 25 de octubre de 2006 el The Washington Post, titulaba una información sobre España: “In Spain, a Tide of Development. Land Laws on Mediterranean Coast Enable a Boom but Bring Corruption”. Citó las afecciones a los ciudadanos extranjeros, los casos de Marbella, Altea, Benissa y otras poblaciones, las opiniones de los responsables de Greenpeace, WWF y “Abuso urbanísticos no”, las quejas ante la Unión Europea, la economía sumergida, la delincuencia y el narcotráfico. Respecto a la legislación urbanística valenciana expuso que no recibió contestación del Gobierno autónomo, pero lo hizo la Vicepresidenta del Gobierno, afirmando “que el gobierno estatal apenas tiene control sobre la construcción y la planificación urbanísticas que, según ella, están en manos de las autoridades locales”.

La Fundación Alternativas en el Informe sobre la democracia en España: la estrategia de la crispación, de 2007, detalló numerosos casos de corrupción y las localidades donde se producían, seis relacionados con las adjudicaciones de contratos y treinta con la corrupción urbanística. 

El 27 de junio de 2007 la misma Fundación presentó en el Congreso de los Diputados el Informe “Urbanismo y democracia. Alternativas para evitar la corrupción”, que recopiló la información y el análisis de los escándalos producidos en los últimos años. Su objetivo era proponer medidas a los partidos políticos sobre un fenómeno muy extendido, a partir del conocimiento de la situación en cuanto a las tipologías, las causas y los ámbitos territoriales. Incluyó un amplio catálogo de incumplimientos, analizando las irregularidades sancionadas por sentencias. Consideró como causas de la corrupción la existencia de un modelo urbanístico que fomentaba la especulación y no inhibía la corrupción, que era insostenible y con controles administrativos ineficaces. Propuso cincuenta medidas para superar la situación. 

En su Informe sobre la democracia en España 2008 realizó en su capítulo 7 un “balance de la lucha contra la corrupción”. Formuló unas conclusiones que son el diagnostico del estado de la corrupción en España, así como la valoración de algunas de las medidas a adoptar para corregirla, que siguen siendo válidas dos años después. Constató, entre otros:

1. El análisis de los resultados de las elecciones municipales en aquellos ayuntamientos donde se realizaron denuncias de corrupción pone de manifiesto las limitaciones que tiene el voto como mecanismo de control de la corrupción.

2. La decisión del voto es una elección compleja en la que incluso un votante que rechace la corrupción de los representantes políticos puede terminar dando su apoyo a un candidato sospechoso de corrupción. 

3. Para ser eficaces, las políticas anticorrupción deben ser multidimensionales, de tal forma que incidan simultáneamente sobre las culturas políticas de ciudadanos y representantes políticos y sobre los incentivos de naturaleza institucional que son tenidos en cuenta por los actores que toman decisiones públicas. 

4. La VIII Legislatura ha sido extraordinariamente fructífera en medidas anticorrupción, pero el balance general de estas medidas es en buena parte decepcionante
. En particular, la nueva ley de financiación de los partidos, pese a algunos avances, sigue dejando abiertas demasiadas oportunidades para los intercambios corruptos.

5. Las nuevas medidas para combatir la corrupción urbanística son prometedoras
. No obstante, si se quiere seguir avanzando en este terreno, es obligado mejorar urgentemente dos aspectos: la financiación de los ayuntamientos (para evitar su gran dependencia del urbanismo)
 y la planificación urbanística supramunicipal (que hasta estos años ha sido casi inexistente). 

6. Un actor central en las políticas de lucha contra la corrupción son los partidos políticos. Los actuales sistemas de control de la corrupción de sus militantes y cargos públicos son, al menos para los dos partidos mayoritarios analizados, claramente insatisfactorios e ineficaces. La indefinición de las conductas reprobables, así como el protagonismo de los órganos de dirección en la persecución de estos comportamientos irregulares, ponen en primer plano las consideraciones de oportunidad política e introducen una gran arbitrariedad en este terreno. 

7. En definitiva, aunque la pretensión de absoluta integridad de los representantes públicos no sólo sea un quimera, sino también –como tantas veces se ha demostrado en la historia‑ un objetivo equivocado, queda mucho por hacer para mejorar el nivel de la ética política en nuestro país”
.

Destacó el estudio como, a pesar de la sospecha de la gravedad y extensión de la corrupción, sin embargo no se halla entre las mayores preocupaciones de los ciudadanos, que sólo se incrementa en el momento de los escándalos. Hoy esto resulta mucho más evidente en relación con las cuestiones de naturaleza económica y social. Así lo confirma el hecho comprobado de que muchos comportamientos corruptos son “premiados” en las elecciones con el apoyo y la reelección, lo que demuestra una tolerancia social, que no utiliza el voto para censurar las conductas corruptas.

La organización no gubernamental Transparency International ha presentado el Índice de Percepción de la Corrupción del sector público (IPC) 2009. En el ranking de países España ocupa el lugar 32 sobre 180, con una puntuación del IPC de 6,1 y una desviación del estándar de 0,8
. En 2009 el lugar en el ranking es más bajo porque el índice es menor que en 2008, que era el 6,5, ocupando el número 28. Ha ido variando desde el 7,1 de 2004, al 7 de 2005, el 6,8 de 2006, y el 6,7 de 2007, lo que indica que ha aumentado la corrupción
. Corresponden los primeros lugares por su menor corrupción a Nueva Zelanda (9,4), Dinamarca (9,3), Singapur (9,2), Suecia (9,2), Suiza (9,0) y otros países de la UE. Respecto al Índice de Fuentes de Soborno 2008 España ocupa el lugar 12 sobre 22, con 7,9 puntos, siendo el menor el de Bélgica (8,0) y el mayor el de Rusia (5,9). En la presentación de estos datos se hizo contar que la corrupción en España, “que era un enfermedad de la que creíamos haber salido, se ha ido extendiendo de nuevo. Poco a poco, redes corruptas han ido generando una tupida serie de intercambios deshonestos que, al final, han puesto en peligro la legitimidad de nuestra clase política y de nuestras instituciones”. 

La corrupción se apoya en la falta de control y transparencia y en la impunidad, que deslegitima a las instituciones y hace a los ciudadanos perder la confianza en ellas. De ahí la importancia de un espacio institucional, que sea capaz de dictar normas y de hacerlas efectivas, de establecer instituciones y de aplicar técnicas de control y transparencia a la gestión pública. En opinión de Huguette Labelle, Presidenta de Transparency International: 

“Contener la corrupción requiere un activo control por parte del poder legislativo, un poder judicial eficiente, organismos de auditoría y lucha contra la corrupción independientes y con recursos adecuados, una aplicación enérgica de la ley, transparencia en los presupuestos públicos, los ingresos y los flujos de asistencia, así como espacio para medios de comunicación independientes y una sociedad civil dinámica”
.

Durante 2009 se produjo un acontecimiento muy relevante para poder valorar el urbanismo español y sus efectos. Fue la denuncia por el Parlamento Europeo de la situación urbanística española, con amenaza de afectar a los fondos que recibe España. Resulta un compendio de todas las irregularidades existentes y de las prácticas ilegales, en las que se desarrolla y tiene su caldo de cultivo la corrupción. Fue mal recibida desde los sectores públicos y privados implicados y directamente señalados como causantes de una grave situación urbanística, ambiental y social. Quizá por un patriotismo mal entendido, los dos principales partidos políticos españoles, tan implicados en las acciones de gobierno autonómico y local, y, por tanto, con tantos casos de corrupción en su seno, se opusieron a la decisión parlamentaria, haciendo gala del “mantenella, no enmendalla”, tan propio y carpetovetónico.

La Comisión de Peticiones del Parlamento Europeo aprobó el 27 de marzo de 2009 por 340 votos a favor, 110 en contra
, y 114 abstenciones, el Informe Auken, sobre el impacto de la urbanización extensiva en España en los derechos individuales de los ciudadanos europeos, el medio ambiente y la aplicación del Derecho comunitario
. Su extensión nos impide entrar en mayores detalles, pero resulta esclarecedor en partes relevantes de su contenido, en relación con el derecho de propiedad, el respeto al medio ambiente y los comportamientos públicos en la materia. Lo fundamenta en los artículos 6.2, 7, 18 y 295 TCE, 7 de la Carta de los Derechos Fundamentales, y 1 de su Protocolo adicional I, invocando sentencias del Tribunal de Justicia y otras resoluciones de la Cámara.

Destacó “la magnitud de los abusos de los derechos legítimos de los ciudadanos” y su inquietud acerca del “desarrollo sostenible, la protección del medio ambiente [...] así como con respecto a los procedimientos de contratación pública, por lo general en relación con las deficiencias en el control de los procesos de urbanización por parte de la autoridades de comunidades autónomas y locales de España” (L). Se refirió a las actuaciones judiciales “contra funcionarios locales corruptos quienes, por sus acciones, han facilitado desarrollos urbanísticos no reglamentados sin precedentes en detrimento de los derechos de los ciudadanos europeos, que han conllevado daños irreparables a la biodiversidad y la integridad medioambiental” (M). Entendió que se actuaba por medio de una “legislación inadecuada y en ocasiones injustificada [...] contraria a los objetivos de varios actos legislativos europeos” (N). Invocó las actuaciones de la Comisión ante el Tribunal de Justicia contra los “excesivos abusos urbanísticos” (R), citando 250 proyectos con informe negativo en materia de aguas y cuencas fluviales (S). Constató que la mayor parte de las denuncias comprobadas se referían a planes que habían reclasificado el suelo rural a suelo urbanizable “para el provecho económico considerable del agente urbanizador y el promotor”, afectando a terrenos protegidos o que debieran serlo por su vulnerable biodiversidad, “que se desclasifican y reclasifican, o no se clasifican en absoluto, precisamente para permitir la urbanización de la zona en cuestión” (V). Denunció “los abusos a que están sometidos miles de ciudadanos europeos quienes, como consecuencia de los planes elaborados por los agentes urbanizadores, no sólo han perdido sus bienes legítimamente adquiridos, sino que se han visto obligados a pagar el coste arbitrario de proyectos de infraestructuras a menudo no deseadas e innecesarias, que afectaban directamente a sus derechos a la propiedad y que han acabado en catástrofe financiera y emocional para muchas familias” (W). Aludió a la “destrucción masiva” de las islas y las zonas costeras mediterráneas, y su grave afección al medio ambiente (Y), y a las graves consecuencia sociales de todo ello: 

“el sector de la construcción, que ha obtenido unas ganancias excesivas durante los años de rápida expansión económica, ha pasado a ser la primera víctima del actual desplome de los mercados financieros, a su vez provocado en parte por la especulación en el sector inmobiliario, y que ello afecta no sólo a las empresas en sí, que ahora se enfrentan a la quiebra, sino también a las decenas de miles de asalariados del sector de la construcción que ahora se enfrentan al desempleo por culpa de las políticas urbanísticas insostenibles que se siguieron y de las que ahora han pasado a ser víctimas” (Z).

Formuló diecinueve conclusiones con propuestas a las autoridades estatales, autonómicas y locales, tales como:

‑ “una profunda revisión de toda la legislación que afecta a los derechos de los propietarios particulares de bienes, con objeto de poner fin a los abusos de los derechos y las obligaciones consagrados en el Tratado CE, en la Carta de los Derechos Fundamentales, en el CEDH y en las directivas europeas pertinentes, así como en otros convenios de los que la UE forma parte” (1);

‑ “una moratoria de todos los planes urbanísticos nuevos que no respetan los criterios rigurosos de sostenibilidad medioambiental y responsabilidad social, y que no garantizan el respeto por la propiedad legítima de los bienes adquiridos legalmente, y que detengan y anulen todos los desarrollos urbanísticos en curso que no han respetado o aplicado los criterios establecidos por el Derecho comunitario, principalmente por lo que se refiere a la adjudicación de contratos urbanísticos y al cumplimiento de las disposiciones en materia de agua y medio ambiente” (2);

‑ la necesidad de mecanismos judiciales y administrativos que implique a los Defensores del Pueblo regionales y medios de acceso a la justicia y quienes son competentes para proporcionar “medios de acceso a la justicia y de indemnización a las víctimas de abusos urbanísticos en virtud de las disposiciones de la legislación en vigor, tales como la Ley Reguladora de la Actividad Urbanística y la Ley Urbanística Valenciana” (3);

‑ “la falta de claridad, precisión y certidumbre respecto a los derechos de propiedad individual contemplados en la legislación en vigor y la falta de aplicación adecuada y sistemática de la legislación en materia de medio ambiente son la primera causa de muchos problemas relacionados con la urbanización, y que esto, combinado con cierta laxitud en los procesos judiciales, no sólo ha complicado el problema, sino que también ha generado una forma endémica de corrupción de la que, otra vez, la principal víctima es el ciudadano europeo, pero que también ha ocasionado pérdidas sustanciales al Estado español” (8);

‑ elogia a los Defensores del Pueblo y a los peticionarios y asociaciones (9 y 10), demandando “a las autoridades locales a que consulten a sus ciudadanos y les hagan partícipes en los proyectos de desarrollo urbanístico, con objeto de fomentar un desarrollo más aceptable y sostenible en los casos necesarios, en el interés de las comunidades locales y no en el exclusivo interés de los promotores, inmobiliarias y otros intereses creados” (15);

‑ “Condena con firmeza la práctica ilícita por la que ciertos promotores socavan mediante subterfugios la propiedad legítima de bienes de los ciudadanos europeos, interfiriendo con las notificaciones del registro catastral, e insta a las autoridades locales a que establezcan garantías jurídicas apropiadas para luchar contra esta práctica” (16); 

‑ Con respecto a “los casos en que pueda exigirse indemnización por la pérdida de propiedad, debería concederse a un tipo apropiado y de conformidad con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos” (17).

El contenido de este informe no puede olvidarse desde el desprecio con que lo han valorado muchos responsables políticos, precisamente de las comunidades cuya normativa y gestión urbanísticas se ven claramente reflejadas en el mismo. No sólo por lo que supone de riesgo para la recepción de fondos estructurales (punto 12) sino, sobre todo, por que mantener el desorden establecido es seguir haciendo posible la corrupción que ha alimentado. La crítica se produjo con mayor intensidad en aquellos territorios con mayor número de casos de corrupción descubiertos o con una legislación que es objeto de tan duras críticas. Comunidades como Andalucía, Valencia y Madrid ya fueron objeto de resoluciones del Parlamento Europeo. La de 13 de diciembre de 2005 sobre los abusos derivados de la regulación urbanística valenciana y de la actividad del agente urbanizador
. La de 21 de junio de 2007 como efecto de una investigación en esas comunidades
. 

II. Concepto y causas. lA ECUACIÓN DE LA CORRUPCIÓN

El término corrupción es polisémico y, en su sentido más amplio, equivale al uso indebido de un cargo con fines ajenos a los oficiales propios del mismo. Pero no es exclusiva del sector público, también existe en el privado y en la que se produce en aquél, está implicado este último. El catálogo de actos corruptos es muy variado incluyendo el soborno, la extorsión, el tráfico de influencias, el nepotismo, el fraude, el desfalco, el cobro y pago de comisiones, la entrega de obsequios, etcétera, sin que, necesariamente, supongan la existencia de un ilícito penal. 

Transparency International la definió como “el uso de la posición pública para obtener ingresos privados ilícitos”. Aunque se decantó por la más amplia del Programa Global contra la Corrupción de las Naciones Unidas: “abuso del poder para obtener ganancias privadas, que afecta a los sectores público y privado”
. 

Klitgaard afirmó que “existe corrupción cuando una persona, ilícitamente, antepone sus intereses personales sobre los de las personas y los ideales de las personas a quienes está comprometido a servir”
:

“la corrupción sistemática genera costos económicos debido a la distorsión de los incentivos, costos políticos debidos al debilitamiento de las instituciones, y costos sociales debidos a la redistribución de la riqueza y poder hacia los más ricos y privilegiados [...] cuando la corrupción contradice el derecho de propiedad, la vigencia de la ley y los incentivos para la inversión, el desarrollo económico y político queda mutilado”
. 

Como ha destacado Laporta, en la corrupción hay una conducta deshonesta de un agente, público o privado/público y privado conjuntamente: 

“un individuo, sea cual sea su entorno, toma la decisión de realizar una acción determinada, la acción corrupta. Y esta es la razón por la que siempre existirá la corrupción: no hay ningún sistema de control posible ni ningún antídoto tan eficaz como para impedir una opción individual de este tipo. En todo caso ese sistema o ese antídoto tendrán muchas más fuerzas si son internos al individuo (educación, convicciones, etc.) que si son meramente externos”
.

Klitgaard elaboró la “ecuación básica de la corrupción” para explicar sus causas: C=M+D–A [Corrupción=Monopolio+Discrecionalidad–Rendición de cuentas/Tansparencia], en la que corrupción equivale a monopolio, más poder discrecional, menos rendición de cuentas (Accountability). La fórmula es válida para la actividad pública y privada, de modo que “se tenderá a encontrar corrupción cuando alguien tiene un poder monopolístico sobre un bien o servicio, tiene el poder discrecional de decidir si alguien lo recibirá o no y en qué cantidad, y no está obligado a rendir cuentas”. Para poder superarlo se precisa: suprimir, reducir o regular el monopolio, claridad y transparencia en el poder discrecional, y control. Sugiere que en una estrategia contra la corrupción se utilicen como instrumentos: una clara y decidida voluntad política para crear conciencia colectiva y poner los medios para superarla; sanciones a los autores; involucrar a la ciudadanía en el diagnóstico de los sistemas corruptos; prevención por la “evaluación de la vulnerabilidad” de las instituciones públicas y privadas, e introducir incentivos de reforma
. En todo sistema de corrupción existe una causalidad entre una actitud o ética permisiva, puramente utilitaria, que valora el éxito a cualquier precio, el abuso del poder en sus diversas manifestaciones y la falta o debilidad de los controles institucionales y sociales. 

Por otra parte, además de las incógnitas de la ecuación, en el régimen urbanístico español concurren varias de las causas específicas que favorecen la corrupción, según Deysine, como son, entre otros
: 

‑ 3. Ausencia, debilidad o escasa probabilidad de sanciones, bien por falta de reproche legal, por falta de sanciones legales, o por ineficiencia.

‑ 4. Sobrerregulación administrativa o ineficiencia de gestión, que puede servir de estímulo a la práctica de comportamientos corruptos.

‑ 5. Gran magnitud económica de las consecuencias de la decisión pública a tomar.

‑ 6. Doble lealtad del agente público (lealtad al público y lealtad a la organización que puede haber contribuido a su promoción a la condición de agente público).

‑ 7. Falta de competitividad o inexistencia de mercado abierto en relación con la decisión del agente.

‑ 8. Defectos en la organización burocrática que puede redundar en falta de control interno.

Caciagli enumera como causas que facilitan la corrupción en Italia, perfectamente aplicables a España en general y a la actividad urbanística en particular: 

‑ la intervención estatal en la economía, 

‑ la libre designación de funcionarios por los políticos, 

‑ los procedimientos burocráticos que demoran las decisiones, 

‑ la mala gestión administrativa, 

‑ la descentralización política y administrativa con aumento del poder local y mayor discrecionalidad, 

‑ la falta de alternancia y la partitocracia, 

‑ las nuevas formas de profesionalización política, 

‑ el crecimiento de los costes políticos, 

‑ la necesidad de los partidos de buscar nuevas formas de financiación
.

Este autor también considera el aspecto de la moralidad pública: 

“la integración del criterio de legalidad con el criterio de ‘moralidad’ por el cual la trasgresión afecta ‘no solamente’ a las normas jurídicas y, tal vez, ‘no tanto’ a las normas jurídicas, sino a las normas éticas que regulan el ejercicio de la profesión político-burocrática desviándose así de lo que la opinión pública o el grupo de pertenencia reputa como justo y lícito en política”
.

III. Actuaciones en que se manifiesta

Villoria analiza la corrupción en España y destaca la urbanística, que se relaciona directamente con la gestión pública local, para lograr que le beneficie el ejercicio de la potestad de planeamiento y gestión urbanísticas. Formula conclusiones de las que cabe destacar las referidas a como se manifiesta
:

“1. Prácticamente todos los alcaldes están a favor de convenios urbanísticos como forma de conseguir ingresos.

2. La modificación de los planes es frecuente [...]

3. La vigilancia sobre construcciones ilegales y desviaciones del proyecto es poco intensa.

4. Las sanciones suelen consistir en multas y casi nunca en demoliciones.

6. Se ha permitido el acaparamiento de suelo en manos privadas para generar una aparente escasez del mismo y la consiguiente subida de los precios.

7. Se ha expropiado a particulares para ceder posteriormente a empresas con fines sociales, las cuales, con el suelo en su poder, lo han vendido después a precios astronómicos.

9. La corrupción urbanística se expande y no respeta institución alguna [...]”.

El 27 de junio de 2007 la Fundación Alternativas presentó en el Congreso de los Diputados el Informe “Urbanismo y democracia. Alternativas para evitar la corrupción”, que recopiló la información y el análisis de los escándalos producidos en los siete últimos años. Las actuaciones vinculadas a la corrupción tienen algunas características comunes, aunque no siempre coincidentes. Se ha de destacar que, en la mayor parte de los casos, no se plantea un debate entre legalidad y legitimidad, en el sentido de actuaciones ilegales e ilegítimas. En tal caso quizá los mecanismos de eliminación de la realidad de las ilegalidades, si funcionasen adecuadamente, podrían desbaratar los casos de corrupción. La corrupción utiliza la legalidad para, con su cobertura, producir hechos ilegítimos en sus fines y medios, con abuso de poder, para fines distintos de los que la legitiman y establece el ordenamiento. El control de las decisiones discrecionales es posible a través de los fines y los principios. Con base en el Informe, que estudió casos reales y realizó un inventario de las actuaciones irregulares, en la jurisprudencia y el conocimiento de la realidad urbanística se puede establecer un inventario de las más habituales: 

a) Actuaciones dispersas y aisladas sobre espacios externos rústicos, aunque por la generosa calificación de la Ley 6/1998 eran suelo urbanizable. No se justifican por las necesidades del propio núcleo, sino por la influencia de una gran ciudad próxima o de demanda turística. Su planeamiento, si existe, está descoordinado del núcleo y del territorio, creando un nuevo núcleo que, en muchos casos, tiene mucha mayor entidad poblacional que el histórico. Cuando se trata de centros de actividades económicas o servicios de alto valor comercial mantienen esas mismas características. Todo ello lleva a la privatización de los espacios y los servicios. 

b) Se producen actuaciones masivas sobre suelo rústico o reclasificaciones de suelo urbanizable de uso residencial y de espacios para equipamientos y servicios, a través de modificaciones puntuales, que no de revisiones de los planes generales, a pesar de que por su intensidad y la alteración de sus previsiones y del modelo territorial, exigirían la revisión del planeamiento. 

c) Se utilizan los convenios urbanísticos con la finalidad de establecer los compromisos de reforma de los Planes de ordenación, repartir las plusvalías o instrumentar la “venta” de los aprovechamientos públicos derivados de las cesiones y de la participación de la Administración como titular de suelo. 

d) Se configuran unidades discontinuas con suelos externos de menos valor, o con la inclusión de bienes de dominio público (zonas verdes y dotaciones), que generen aprovechamiento, adjudicando el que corresponda a la Administración en proindivisos, en vez de en parcelas netas, para vender posteriormente las participaciones a los condóminos privados o permutar por el valor catastral o muy inferior a los valores reales de mercado
. 

e) Se otorgan licencias de edificación en fragrante violación de la legalidad urbanística, con mayores aprovechamientos y distintos usos, u ocupando espacios destinados a zonas verdes o equipamientos. 

d) Se transmite la idea de una mayor “participaciones en los beneficios” por personas o instituciones para justificar las decisiones adoptadas, habiéndose demostrado que, en algunos casos, han sido medio de enriquecimiento particular y de financiación de organizaciones
. 

Para todo ello se precisa la complicidad de las autoridades directamente afectadas y decisorias, con total negligencia por parte de otras instancias administrativas que, aunque no pueden interferir en la autonomía de aquellas, tienen reconocida competencia sobre el planeamiento y legitimación para iniciar actuaciones administrativas y penales.

Al analizar la corrupción en el urbanismo se ha planteado cuales han sido los “instrumentos de ordenación social, y en especial el ordenamiento jurídico, [que] han fallado de un modo tan estrepitoso para ponerles coto”: 

“Una de las deficiencias del ordenamiento administrativo que más ha propiciado, e incluso alentado, el fenómeno del urbanismo desenfrenado y corrupto ha sido, a mi juicio, la inmediatez de los agentes encargados de la planificación a la realidad, percolada de intereses económicos, sobre la que dicha planificación opera, unida a un excesivo margen de discrecionalidad derivado de la insuficiencia de los condicionantes de su actuación contenidos en las leyes y en los instrumentos de planificación superior”
.

Este planteamiento, que compartimos, nos lleva a un campo muy amplio. En primer lugar el del concepto y alcance del principio constitucional de la autonomía local y si la capacidad de gestión de sus respectivos intereses (arts. 137 y 140 CE) es tan ilimitada como se pretende desde una concepción de cuasi soberanía local. 

IV. Medidas contra la corrupción

Los factores de la ecuación concurren o pueden hacerlo de un modo claro en relación con la corrupción urbanística que tiene, además, otros específicos y determinantes. Es el caso de un mercado inmobiliario opaco, oligopolístico o monopolístico, sin fronteras entre el poder y el mercado, a partir del encuentro entre la oferta de un producto con gran valor y plusvalía y una demanda que precisa de ese bien para satisfacer necesidades colectivas elementales. La clave la tienen quienes están en condiciones de reconocer y atribuir o no el valor al bien escaso, que son las entidades públicas locales y sus gestores. Este incremento de valor creado por la decisión pública trata de ser asumido íntegramente por el titular del bien sobre el que se produzca, sin que le preocupe demasiado hacer partícipe a otro u otros de una pequeña parte de la plusvalía. Sobre ambos aspectos se pueden adoptar medidas para suprimir o reducir la posibilidad de que se produzcan conductas y concertaciones corruptas entre quienes tienen medios económicos y los que disponen del poder para incrementar su valor:

a) En relación con la titularidad y economía del suelo, por medio de una decidida acción pública sobre el mercado inmobiliario, que no le cede las decisiones, como sería su publificación, convirtiendo el monopolio privado en público. 

b) Sobre los decisores y sus decisiones, por medio de medidas reactivas contra los elementos de la ecuación con los instrumentos jurídicos propios del Estado de Derecho, con el fin de reducir el monopolio, controlar la discrecionalidad y establecer el control y la transparencia. Así la sustitución de las decisiones discrecionales por las regladas, tipificar infracciones y sanciones por la violación de las normas, garantía de conocimiento, publicidad y participación en la toma de decisiones, mejora de las retribuciones de los servidores públicos, y otras en relación con la cooperación, la contratación y la reducción del ámbito de decisión.

El Informe de 2007 de la Fundación Alternativas consideró como causas de la corrupción la existencia de un modelo urbanístico que fomenta la especulación, no inhibe la corrupción, es insostenible y con controles administrativos ineficaces. Propuso medidas sobre 

‑ régimen de tutela municipal por las CCAA;  

‑ modificación del modelo territorial y urbanístico, reorientando la política de ordenación del territorio;  

‑ protección del suelo prohibiendo su reclasificación como urbanizable;  

‑ prohibición de las modificaciones que desvirtúen el modelo urbanístico;  

‑ prohibición de la venta del aprovechamiento;  

‑ demolición de las construcciones ilegales; 

‑ creación de una agencia estatal de disciplina urbanística;  

‑ cambio normativo para establecer una disciplina en el Registro de la Propiedad;  

‑ reforma de la legislación de régimen local para devolver a los secretarios e interventores locales las funciones de fiscalización de la legalidad municipal
.  

La nueva Ley 8/2007 ha atendido algunas de estas propuestas, aunque la mayor parte son propias de la competencia autonómica. 

Para luchar contra la corrupción son necesarias medidas de concienciación ética, preventivas, de control y represivas, siendo las dos primeras las más efectivas. Las medidas preventivas por medio de Códigos de Conducta y Ética, desregulación, simplificación administrativa, reducción y control de la discrecionalidad, etcétera. El control puede ser de carácter político por comisiones de investigación del legislativo; administrativo de carácter técnico interno por los controles de intervención e inspección, y social por los medios de comunicación y las organizaciones civiles
. 

A) Régimen de monopolio y recaudación

El régimen monopolístico de las decisiones urbanísticas que ostentan las entidades locales se fundamenta en la atribución de esta competencia y en la garantía institucional de su autonomía. Se ha pasado de un control sobre los planes de ordenación municipal “en todos sus aspectos”, a limitarlo a cuestiones de legalidad y de respeto a intereses supramunicipales e instrumentos de planeamiento de rango superior. Por tanto, en la mayor parte de las decisiones urbanísticas tienen plena y total autonomía.

Sin embargo, la legislación de ordenación territorial autonómica tiene margen para establecer sistemas de control, siempre que se respete el contenido esencial e indisponible de la autonomía local, y en esta línea se está avanzando
. En este sentido la Ley 8/2007 ha introducido una concepción de la ordenación territorial, formando parte del desarrollo sostenible, que articula nuevos ámbitos de vinculación y dependencia entre entidades e instrumentos. 

La realidad del país ha demostrado que se ha reconocido una excesiva amplitud a la autonomía municipal en la materia, que precisa de técnicas de control, tanto en cuando a las decisiones, como a la gestión. Se plantearía en cuando a la necesidad de procedimientos compuestos con participación, al menos, de las Comunidades Autónomas, en cuanto al ejercicio de competencias urbanística y ambientales, que podría ampliarse al Estado, respecto al desarrollo y la economía sostenibles, a la ejecutividad de las decisiones, a la legitimidad para intervenir, subrogarse, impugnar y suspender o plantearlo, y a la atribución de responsabilidad por la tolerancia o corrupción pasiva. En gran parte de los casos de corrupción ha habido una actitud negligente del resto de las Administraciones, principalmente de las autonómicas. Frente al monopolio en la decisión, la participación en la adopción por medio de procedimientos complejos, abiertos y transparentes.

Los municipios han venido utilizando su autonomía y potestades urbanísticas para obtener recursos con los que mejorar su Hacienda. De este modo han encontrado argumentos para justificar sus decisiones y convenios urbanísticos. Se estima que existen ayuntamientos que perciben por este medio del 30% al 40% de los ingresos ordinarios
.

A través de las investigaciones policiales y judiciales se ha ido comprobando como las decisiones administrativas sobre reclasificaciones masivas de suelo, transformación de uso, incremento de densidades, adquisición de bienes y aprovechamientos en venta directa, reparto “equitativo” de las plusvalías, “compensación” de mejoras en urbanización, equipamientos, etcétera se adoptan con importantes contraprestaciones dinerarias y de otros bienes, en concepto de comisiones personales, que a veces se ocultan como “institucionales”
. 

Esta autonomía puede ser controlable por las técnicas legales y por un poder judicial dotado de medios y medidas cautelares. Todo ello sin descartar medidas políticas respecto al sistema electoral, a la elección directa de los alcaldes. 

Por otra parte, el protagonismo de los responsables políticos se ha realizado a costa de los profesionales independientes de la función pública local (secretarios, interventores), cuya función de garantes de la legalidad ha desaparecido. 

B) Discrecionalidad

En la materia urbanística y relacionada con ella existe discrecionalidad en la adopción de decisiones con gran contenido económico y ganancias extraposicionales, que propicia la aparición de conductas deshonestas e interesadas. La discrecionalidad es un poder muy útil para ejercerlo de modo corrupto, utilizando el poder legalmente otorgado para servir al interés general, en beneficio propio
. 
Frente a la discrecionalidad, el condicionamiento de la capacidad de decidir conforme a elementos reglados como los datos objetivos y hechos determinantes, los fines, la motivación, la forma y el control externo de la decisión en su congruencia, oportunidad y legalidad.

C) Control

Existen tres tipos de control (accountability)
:

a) Legal: Se basa en el orden constitucional e institucional: separación de poderes, derechos ciudadanos y garantías, principio de legalidad, interdicción de la arbitrariedad, control de la misma, incluso de la desviación de poder; distribución de competencias; procedimientos administrativos de producción de actos y normas; régimen de contratación; función pública; responsabilidad, etcétera. El Gobierno y la Administración son los responsables de actuar conforme a la legitimación y habilitación que les otorga el ordenamiento, de sus resultados y efectos, para lo que se establecen mecanismos de control interno y externo, por ámbitos administrativos o judiciales, para exigirlo y reparar los daños. Son los ámbitos del Derecho Administrativo.

b) Político: considerado un control vertical electoral, basada en las relaciones entre los ciudadanos y los gobernantes, y entre las diversas instancias institucionales,. Se plantea por medio del aparato de rendición de cuentas que se produce en las elecciones, con efectos limitados por las propias características del sistema electoral, agravado en países con listas cerradas, y por producirse grandes debates que, salvo notorios casos de corrupción o muy deficiente gestión de crisis importantes, no entran en los aspectos puntuales o menores de la gestión. También puede existir un control político horizontal parlamentario desde los mecanismos constitucionales (moción de censura, cuestión de confianza, control ordinario del gobierno por el legislativo, comisiones de investigación; control por instituciones vinculadas al legislativo, como tribunales de cuentas, ombudsman o defensor del pueblo; relaciones jerárquicas dentro de la organización; establecimiento de administraciones independientes para garantizar autonomía e imparcialidad, etcétera).
c) Social: entendido como control vertical social por medio de procesos que tienen como origen las demandas de la ciudadanía, sobre la gestión directa y más inmediata de las necesidades sociales por parte de los gobiernos y la organización instrumental que es la Administración, con efectos más limitados que el control político. Está basado en las relaciones entre los gobernantes, los ciudadanos organizados en la sociedad civil y los medios de comunicación. Para hacerla efectiva es importante la existencia de medios de participación en la toma de decisiones, las acciones públicas, la legitimación difusa, los instrumentos de transparencia, publicidad e información, etcétera. 
D) Transparencia

La falta de transparencia en los procesos de toma de decisiones es una de las características de la corrupción. Favorece la actuación opaca, en la que se produce el intercambio de favores, la compra-venta de las decisiones y las “transacciones en un mercado oculto, en el que se intercambian dinero e influencia sobre los comportamientos de la Administración pública”, dando lugar a un “proceso de decisiones que modifica la estructura de las oportunidades políticas”
. 

La transparencia permite un conocimiento de los procedimientos y decisiones, de su legalidad y congruencia con los fines, de modo que evite los espacios oscuros donde es más fácil que se produzca la corrupción y la desviación de poder.

El rechazo de la transparencia se puede producir desde las mismas instancias del poder, en cuanto reduce la capacidad de ejercerlo, y de los círculos del poder burocrático y de los grupos sociales próximos y beneficiarios de aquel, a los que pueda beneficiar, de un modo u otro, el oscurantismo, la opacidad de las decisiones y sus efectos beneficiosos. Favorece esta actitud la falta de los valores de la ética democrática y del servicio público, que exigen una formalización por medio de códigos de ética pública que las comprendan.

Como medios para la transparencia y el acceso a la información están los marcos legales de procedimiento administrativo y acceso a la información, que la regulen y hagan efectiva en cortos plazos, los procedimientos, los canales de transmisión, las políticas activas de información y los códigos éticos. 

V. El nuevo marco legal del suelo

La Ley 8/2007 busca dar solución a los problemas derivados de la Ley 6/1998, a partir de unas premisas constitucionales, articulando medios que permitan superar la degeneración del sistema que se ha puesto de manifiesto en los últimos años. 

Además de unos nuevos principios para la acción urbanística (arts. 2, 3, 6 10, 12, 15, 16, etc.), se han incorporado disposiciones específicas en la DA 9ª de la Ley 8/2007, de Suelo, que modifica la Ley 7/1985, de Bases de Régimen Local, con medidas a implementar por la competencia local, con la finalidad de aumentar la transparencia de la planificación y la gestión urbanísticas, que afectan a sus artículos 22.2, 70 ter y 75.7 y 8. 

Dentro de esta finalidad se han de situar las condiciones establecidas para los convenios urbanísticos (arts. 3.1, 6, 11.1, 16.3 y la DA 9ª).

VI. Conclusión

La corrupción sigue siendo un mal endémico del urbanismo español, que se practica sobre todo por las entidades locales de cualquier ideología. Ha adquirido relevancia internacional hasta el punto de haber sido valorada por el Parlamento europeo, lo que desprestigia a España e incrementa la desconsideración y el “riesgo país” para los operadores económicos. Resulta evidente la necesidad de seguir profundizando en las medidas para afrontar los elementos de la ecuación, rompiendo el monopolio, reduciendo y controlando la discrecionalidad, y estableciendo un marco legal que amplíe la transparencia y las técnicas de control, más exigente en el orden penal y fiscalizador. Por otra parte, existe el deber de las organizaciones políticas, de las instituciones y de los poderes públicos para crear una conciencia social colectiva contra la corrupción. 
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